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SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración integrada con la de Transporte, 
Comunicaciones y Turismo tiene para considerar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto 
de ley denominado: "Responsabilidad civil por daños corporales causados a terceros por determinados 
vehículos de circulación terrestre y maquinarias". 


SEÑOR ORRICO.- Nosotros estimamos que las modificaciones introducidas por el Senado deben ser 
aceptadas. En su mayoría no son trascendentes por cuanto se trata de modificaciones de redacción. 
Inclusive, desde mi modesto punto de vista no son correctas, pero yo creo que es imprescindible que 
Uruguay tenga un seguro obligatorio, independientemente de que al Senado se le ocurra decir que "La 
presente ley' es más correcto que "Esta ley"; pero esos son detalles menores. 


Las reformas que hace el Senado son fundamentalmente a nuestro artículo 8, que habíamos aprobado en 
Cámara, y que establecía que el seguro obligatorio tendría una cobertura máxima de 250.000 unidades 
indexadas. Lo que hace el Senado es pasar de 150.000 unidades indexadas y establecer una graduación hasta 
las 250.0000 unidades indexadas, a partir del tercer año. Yo creo que eso está correcto, se puede admitir y, de 
alguna manera, permite ir poniendo en práctica el seguro obligatorio de una forma más gradual, que lo hace 
más mucho práctico. 


Luego sigue habiendo modificaciones solamente de redacción. 


Y de los artículos 25 al 28 existen modificaciones trascendentes que yo entiendo están correctas. Quiero 
aclarar que desde que entré a esta Cámara estamos discutiendo el seguro obligatorio de vehículos y nunca 
estuvimos tan cerca de aprobarlo como ahora; por eso creo que hay que concretarlo. El tema que siempre se 
ha manifestado acá, no solo por parte de los legisladores sino también de las empresas y de los operadores del 
sistema, es que lo fundamental es cómo hacer la fiscalización. Si no hay una fiscalización adecuada, la ley es 
apenas una expresión de deseo de un conjunto de personas y no tendrá aplicación práctica ninguna. Esto es 
así. 


Hay experiencia internacional que avala lo que estoy diciendo ahora. Por ejemplo, en Argentina existe un 
seguro obligatorio, pero en los hechos se aplica casi exclusivamente en la ciudad de Buenos Aires, por cuanto 
ha fracasado en el resto del país la fiscalización o, por lo menos, así lo manifestaban ellos. En consecuencia, 
eso provoca alteraciones muy serias. En primer lugar, porque no se cumple el objetivo fundamental, es decir 
que toda persona que ande arriba de un vehículo tenga un seguro que permita afrontar las consecuencias 
dañosas que su accionar pueda crear. Y, en segundo término, porque encarece tremendamente el seguro 
obligatorio ya que si está previsto, por ejemplo, para 100.000 y resulta que hay 10.000, evidentemente el 
costo va a ser otro. De manera que acá lo que se hace es dar atribuciones al Ministerio del Interior en cuanto 
a la capacidad que tiene de retirar el vehículo de circulación. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Este es un agregado del Senado: "El Ministerio del Interior procederá 
al secuestro de todo vehículo automotor que circule sin seguro obligatorio y dispondrá su depósito a 
cargo del propietario poseedor o cobrador derecho del mismo". Yo dudo tremendamente de la 
constitucionalidad de este artículo ya que creo que viola el derecho de propiedad. Por eso me atreví a 
solicitar una interrupción, solamente a los efectos de introducir un elemento que me parece claro. Por 
ahora, solo voy a decir eso. 


SEÑOR ORRICO.- Los derechos establecidos en la Constitución de la República como fundamentales 
son la vida, la libertad, el honor, la propiedad, el trabajo y la salud, entre otros. Concretamente, el 
derecho de propiedad rige, pero está sometido a las limitaciones que se establezcan por razones de 
interés general. Este es uno de los clásicos ejemplos que se pueden dar no solo en el Uruguay sino en el 
mundo entero -porque no es una disposición original de la legislación uruguaya sino que anda por 
muchos lados- de cómo el derecho de propiedad se ve limitado por razones de interés general. El 
legislador, invocando razones de interés general, establece un seguro obligatorio. ¿Por qué? Porque 
toda persona que maneje vehículos puede producir eventos dañosos. Si no hay seguro obligatorio se 
corre serio riesgo -que no es teórico sino absolutamente real y medible cuantitativamente- de que 
algunas personas no respondan porque son insolventes. Entonces, el interés general es muy claro. Toda 
persona que produce un daño a otro debe repararlo. Es un principio general de derecho que debe ser 
tenido en cuenta también acá y que aparece en el artículo 72 de la Constitución. Es un principio tan 
constitucional como el derecho de propiedad. Entonces, se establece cuál es el mecanismo para que no 
sea una letra muerta. Una norma jurídica, para que sea completa, se integra con dos elementos: la 
descripción de una conducta, que es obligatoria, y la sanción en caso de que esa conducta no se 
produzca. De lo contrario, no es una norma jurídica completa sino, apenas, una norma programática. 


SEÑOR LACALLE POU.- Puede parecer que no tenga nada que ver, pero pido que se ponga en 
negrita en la versión taquigráfica lo que acaba de decir el señor Diputado Orrico, porque seis meses 
después de que discutimos un texto legal y de que yo dijera lo mismo, sin tanta delicadeza ni 
conocimiento jurídico, el señor Diputado Orrico termina diciendo lo mismo. Traté de manifestarlo y se 
me calló con las dos patas diciendo que estaba argumentando un disparate. Así que yo celebro que lo 
haya dicho un conocedor de la rama jurídica como pocos aquí dentro. Pediría que se subraye dos o tres 
veces y que se me envíe esa carilla a fin de tenerla para futuras discusiones. 


SEÑOR ORRICO.- La verdad es que estos días entre el doctor Gonzalo Aguirre y el doctor Lacalle 
Pou me he sentido reconfortado. Me parece que usted la otra vez no me entendió. Lo voy a repetir a 
ver si nos entendemos. 


Recalco: una norma jurídica es completa cuando tiene la descripción de una conducta y una sanción. Si yo 
digo que el padre o la madre que agarra a cachetazos todos los días a su chiquilín está inclumpliendo en la 
obligación legal estoy diciendo la verdad. Si digo que eso no tiene sanción, no es cierto; tiene sanción, 
porque en materia civil eso puede dar lugar tan luego al retiro de la tenencia. Entonces, el retiro de la tenencia 
es la sanción que se da. No toda sanción -y perdónenme que me extendiera en esto, que no tiene nada que ver 
con el tema principal, pero he sido aludido claramente- tiene que ser penal. 


Creo haber respondido acerca de la inconstitucionalidad a la que hacía referencia el señor Diputado Borsari 
Brenna por afectación del derecho de propiedad de las potestades que se dan al Ministerio del Interior. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Afirmando lo que dijo el señor Diputado Orrico, me permito aclarar 
que el derecho de propiedad en nuestro sistema jurídico no es un todo intocable, sino que está sujeto a 
limitaciones como cualquier derecho. Y cuando hablamos, en este caso, de las limitaciones que 
establece el artículo 25 de este proyecto de ley yo remito a algo que decía el Diputado Orrico y voy a 
leer el artículo 7” de la Constitución. Dice así: "Los habitantes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser 
privado de estos derechos sino conforme a las leyes que se establecieren por razones de interés 
general". Una ley que se está estableciendo por razones de interés general toca dos temas: la propiedad 
y también la seguridad. Por lo tanto, desde mi punto de vista es totalmente constitucional. 


SEÑOR ORRICO.- Estoy de acuerdo. Además, me parece que la mención de la seguridad también 
forma parte de esto. 


También quiero decir que el artículo 28 establece que a partir de la vigencia de esta ley las Intendencias y el 
Ministerio del Interior deberán buscar la manera de vigilar la vigencia del seguro en los diversos vehículos. 
Lo de las Intendencias es muy claro. Toda vez que se haga un trámite referido al vehículo se tendrá que 
acreditar que el seguro está contratado. Luego se dice que en caso de no tenerlo se podrá establecer una 
multa. 


Yo creo que el trabajo que ha hecho esta Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración integrada con la de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas ha sido muy bueno. Acá 
hemos aprobado, prácticamente por unanimidad, casi todos los artículos de este proyecto de ley y entiendo 
que las modificaciones del Senado no afectan su esencia. Creo imprescindible que el Uruguay tenga una ley 
de seguro obligatorio que lo ubique en el mundo en el lugar que le corresponde. Las leyes de seguro 
obligatorio rigen desde principios del siglo XX en casi todos los países del mundo. Prácticamente, en el siglo 
XX no había país en el mundo que no tuviera seguro obligatorio, por lo menos en la parte que uno conoce. 
En consecuencia, más allá de alguna cuestión puntual, como los detalles de redacción a los que hice 
referencia, corresponde que se acepten las modificaciones introducidas por el Senado. 


A los efectos reglamentarios, quiero aclarar que lo que se discute en el pleno de la Cámara es si se aceptan o 
no las modificaciones. Si se aceptan las modificaciones el proyecto de ley queda aprobado, sino hay que 
convocar a la Asamblea General. En definitiva, en el Frente Amplio abogamos para que sea aprobado el 
proyecto y, en consecuencia, el Uruguay ya tenga, en este año 2008, el seguro obligatorio de vehículos. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero mencionar cuatro o cinco puntos que me importa abordar frente a este 
tema. 


Con respecto al tema del gradualismo en la introducción de la solución por parte de las Comisiones del 
Senado no nos debe sorprender. Con el grado de alcohol en sangre permitido para la circulación hicieron 
exactamente lo mismo. Son soluciones que uno comprende muy poco, porque parece que el alcohol va 
dejando de ser malo. Esto es lo mismo; muertes van dejando de valer lo mismo. De cualquier modo, no es un 
tema que nos violente aceptar. 


En cuanto a lo vinculado a la acción del Ministerio del Interior como ente fiscalizador de la vigencia de este 
seguro, del cumplimiento de esta obligación, nos parece e insistimos en que el Ministerio del Interior tiene y 
va a tener muy serias dificultades para cumplir con esta obligación, porque ya las tiene para cumplir con las 
propias de su fin principal, que es la preservación del orden público. El Ministerio del Interior está 
sobrecargado y sobrepasado con las cuestiones del mantenimiento de la seguridad pública y de las cárceles. 
El Ministerio del Interior no puede atender el servicio de bomberos, que sabemos está terriblemente mal 
atendido en toda la República pues no cuenta con recursos para ello. Y arriba le ponemos esta otra carga que 
implica una responsabilidad en todos los rincones del territorio nacional. Difícilmente, el Ministerio del 
Interior pueda cumplir con esta obligación. 


Sobre los artículos 26, 27 y 28, quisiera dejar constancia de una situación que estoy viendo aquí. Este es un 
seguro para la circulación y acá las exigencias las estamos imponiendo para las transferencias de propiedad 
de vehículos o para los empadronamientos, que no necesariamente están implicando la circulación. Creo que 
este es un detalle que debemos atender, porque existe compraventa de vehículos sin que estén circulando. Se 
compran y se venden vehículos que están fuera de la circulación. Y no podemos imponer los tres años de 
vigencia que aquí se exigen del seguro, ni mucho menos tener el seguro vigente si el vehículo no está 
funcionando, porque ningún vehículo va a causar un accidente si está fuera de circulación por cualquier 
motivo. Entonces, creo que acá estamos estableciendo una exigencia absolutamente indebida. 


Por último, quiero mencionar dos cuestiones prácticas. Una es que durante todo el diálogo que mantuvimos 
con las empresas de seguros y en las discusiones en la Comisión, lo que nos animó a recorrer este camino 
también fue una cuestión de precio. ¿Hasta dónde es razonable exigir? Las compañías de seguros nos 
informaron de un precio que rondaba los $ 1.500, que era un tanque de combustible y un poquito más; ese 
sería el precio razonable en el mercado. Hoy esas compañías están cotizando este seguro en el mercado por 
encima de los $ 2.800. Es decir, estamos imponiendo una obligación que, en algunos casos, se corresponde 
con el sueldo del hogar. Entonces, las compañías de seguros deberían atender a esta realidad, en la medida en 
que debemos alentar el uso de este instrumento. Yo no quiero un seguro subsidiado, no quiero que el país 
tenga que subsidiar este seguro, porque para eso usaríamos otro mecanismo, que sencillamente es curar a los 
heridos y reparar por la muerte desde el propio Estado; sería una manera más directa de subsidio y no 
tendríamos todo este costo de administración y contralor. Sin embargo, tengo la sensación, por lo que son los 
precios en el mercado, y dado que estamos frente a un seguro que cubre solamente daños de lesiones o 
muertes, que no guarda relación con el precio del vehículo y que va a obligar a la más amplia cobertura en los 
otros seguros, que el producto no es de un precio razonable. Y a mí me violenta un poquito tener que obligar 
a que se pague esta cantidad, como no me violentaba obligar a pagar lo que era un tanque y poco de 
combustible. 


Para el siguiente tema quiero pedir ayuda a los que tienen práctica en el manejo de la Cámara de 
Representantes. El Banco de Seguros del Estado interpreta que cuando el artículo 1% de esta norma se refiere 
a los automotores incluye a las motocicletas. Eso no estuvo en el espíritu de ninguno de los integrantes de 
esta Cámara, y tengo la sensación de que en el Senado tampoco. Estoy diciendo esto por haber escuchado las 
declaraciones del Gerente de la Sucursal de Melo del Banco de Seguros del Estado. Me preocupé por guardar 
la grabación e hice una consulta a la Directora del Banco de Seguros del Estado, la economista Alejandra 
Dufrechou, que me atendió muy bien y me confirmó que la interpretación existente en el Banco es esta: que 
una moto también es automotor y, por lo tanto, es pasible de esta obligación. Deseo encontrar el mecanismo 
por el cual esta Cámara comunique al Banco de Seguros del Estado cuál es el alcance de la interpretación o 
se haga algún agregado a la norma, porque, si no, vamos a tener problemas. Tengo a disposición de ustedes 
las comunicaciones mantenidas con la Directora del Banco y la grabación de las palabras del Gerente de la 
Sucursal de Melo. 


Yo estuve buscando en el texto del proyecto y en ningún lugar se excluye claramente a las motocicletas. Sí sé 
cuál es el espíritu que nos anima y que en la discusión hablamos de 600.000 vehículos; eso no incluye a las 
motos; si no, estaríamos hablando de más de 2:000.000 de vehículos. De cualquier manera, hacemos la 
comunicación, que será una frase, o esto nos va a generar un inconveniente. 


SEÑOR YANES.- Nosotros abordamos este tema desde la necesidad de incorporar normas -como se 
viene haciendo desde el año pasado en el Parlamento- que nos ayuden a ir controlando el problema de 
la siniestralidad en el tránsito y sus consecuencias. En ese sentido, tomamos este proyecto como todos: 
perfectible, pero como decía nuestro compañero, el señor Diputado Orrico, estamos muy cerca de 
tener, por lo menos, una ley de este tipo, más allá de los derechos de los ciudadanos como el derecho a 
la propiedad. Yo pensaba que siguiendo ese razonamiento, si mato a alguien, cuando me van a procesar 
puedo alegar que no me pueden privar de la libertad porque la Constitución dice que soy un hombre 
libre. 


Quienes estamos trabajando este tema integralmente, desde varios ámbitos, entendemos que este es un 
instrumento muy válido, necesario y complementario para la política de seguridad vial que se viene 
desarrollando, porque los noticieros nos informan de los muertos y los heridos en el momento, pero nadie 
habla de las consecuencias posteriores, de las familias y las vidas destruidas por un siniestro de tránsito. 


Entonces, acompañamos la propuesta de aceptar estas modificaciones, sabiendo que la reglamentación tendrá 
que cubrir algún vacío. Por otro lado, en lo sucesivo, otros legisladores encontrarán fallas e irán corrigiendo 
la ley. Así que nosotros estamos en condiciones de acompañar hoy las modificaciones del Senado, para 
complementar la política de seguridad vial que está teniendo no solo nuestro Gobierno sino el Congreso de 
Intendentes. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Felicito a los compañeros de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración que hicieron un inestimable trabajo durante muchos años, 
inclusive a otros que ya no son legisladores o que ya no están entre nosotros, como es el caso del doctor 
Daniel Díaz Maynard. 


Por supuesto, me parece importantísimo lo que han dicho algunos legisladores que nos precedieron en el uso 
de la palabra. Hay cosas que no quedaron bien discernidas y esperemos que en la reglamentación se 
modifiquen. Coincido con que las modificaciones del Senado no han tenido la profundidad que se podía 
esperar; en realidad, creo que este proyecto fue muy bien trabajado en las Comisiones de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración y de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas. 


Estoy de acuerdo con el señor Diputado Yanes en que esta norma va a cumplir una labor conjunta con otras 
leyes, con la creación de la UNASEV, y que da un salto de calidad en la región; estamos en una actitud de 
avanzada. Me quedó "picando" lo que decía el señor Diputado Orrico en cuanto a que en Argentina no se 
cumple la norma que existe al respecto. Yo creo que nosotros tenemos una diferencia; el nuestro es un país 
que está muy reglamentado y podemos incidir. Con la concientización que se puede ir logrando, pienso que 
esta norma dará muchos beneficios. 


Nosotros vamos a aceptar las modificaciones del Senado. Seguramente, quedan aspectos menores que, de 
pronto, son fáciles de resolver en la reglamentación. Evidentemente, el tema de las motos debería tener un 
sentido para el cual no estamos preparados, y habría que preparar a nuestra sociedad. Me parece que sería 
muy bueno que alguien que tiene una moto -que, en realidad, no cuestan dos reales-, pueda responder ante un 
accidente. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- He votado este proyecto de ley y los nacionalistas hemos trabajado 
bastante en esto. Creo que los corregidores, que vienen de la época española, en este caso los 
corregidores del Senado, muchas veces, en vez de aclarar, oscurecen. Entonces, como suscribo esta 
máxima, creo que han oscurecido el texto de esta ley. ¿Por qué? Porque -insisto- el primer inciso del 
artículo 25 es inconstitucional. Naturalmente, se pueden leer otros artículos que amparan otros 
derechos, pero el artículo 7”, uno de los fundamentales y fundacionales de nuestro proceso 
constitucional en el Uruguay, expresa claramente: "Los habitantes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser 


privado de estos derechos sino conforme a las leyes que se establecieron por razones de interés 
general". 


A mí me parece que es un acto de atropello que uno tenga el auto estacionado en la otra cuadra y venga un 
camión y se lo lleve, o se le aplique cualquier otra medida de las que existen actualmente, y que cuando la 
persona va a buscar su vehículo, se encuentra con que no está más. Considero que eso no es procedente, y 
adelanto desde ya que no la voy a votar. 


En nuestro país hemos vivido el tema del guinche. En más de una oportunidad a mí me pasó -quizás estando 
en infracción por lo que la multa por supuesto era procedente- que me violaran el derecho de propiedad 
llevándose mi auto a no sé dónde. Tuve que averiguar a través de algún comerciante que había en la vuelta a 
dónde tenía que ir a buscar mi vehículo, que podía ser muy humilde, rico o mediano. ¡A mí se me atropelló, 
negándoseme mi derecho! 


Me parece que esta norma que se inserta en el Senado -lo digo con mucho respeto a nuestros compañeros, 
correligionarios y amigos de esa Cámara- está fuera de lo que debería ser esta ley. Repito que estoy de 
acuerdo con la ley, pero no con algunas de sus aristas, que voy a seguir explicando inmediatamente después 
de conceder una interrupción a mi correligionario, compañero y amigo, señor Diputado Botana. 


SEÑOR BOTANA.- Deseo referirme a una cuestión que estoy escuchando decir al Diputado Yanes, 
ubicado aquí a mi derecha, que me parece importante. 


Una cosa es que el Poder Judicial limite el derecho de propiedad, que un Juez limite el derecho de propiedad, 
y dé la orden de capturar un vehículo, y otra muy distinta es que cualquier agente de seguridad proceda al 
secuestro del mismo por su interpretación de los hechos en ese momento. Creo que es una cuestión, por lo 
menos, riesgosa. 


SEÑOR YANES.- No pretendía que una conversación que se dio fuera del ámbito de la Comisión 
formara parte del debate. 


Yo soy medio burro para muchas cosas y máxime -como ustedes saben- para cuestiones jurídicas. 


Cito un ejemplo. Voy al estadio y me agarro a piñas con una persona y un policía me detiene. Entre que me 
detiene, me sube al patrullero y me lleva a la comisaría no interviene ningún Juez, y mi derecho a la libertad 
está siendo cercenado. Con ese concepto que acaba de plantear el doctor Botana y sus conocimientos 
jurídicos... 


(Interrupciones) 
——— Ah, perdón, el Diputado Botana. 


Creo que el Diputado Borsari Brenna tiene una lógica en su razonamiento. Hay muchísimos casos en los que 
interviene un agente, se lleva a la persona a la comisaría y el Juez decreta su libertad. Entonces, ¿qué 
problema hay entre un inspector de tránsito o un policía que actúa momentáneamente? Después se utilizarán 
los mecanismos administrativos y judiciales para reclamar la incorrección. 


Disculpe señor Diputado Borsari Brenna que lo interrumpí, pero se trató de una conversación por lo bajo, 
como se hacen varias bromas aquí, pero el argumento del señor Diputado Botana de que siempre que se priva 
de un derecho o se cuestiona un derecho a un ciudadano está de por medio un Juez, no me parece correcto. 
Veinticinco mil veces ocurre que policías suben a personas a un patrullero o a una camioneta policial por diez 
minutos, sin la participación de ningún Juez. 


Vamos a seguir con una discusión seria y cuando yo quiera hacer uso de la palabra voy a hacerlo dejando mi 
opinión en la versión taquigráfica. 


Quería hacer esta aclaración para que no quedara como que no quise contestar. 


SEÑOR BOTANA.- Si vamos a cortar este debate, quiero decir que yo no aludí al Diputado; como 
habrá visto, hasta tuve la delicadeza de ni siquiera nombrarlo. Pero me pareció muy interesante lo que 
usted estaba planteando como ejemplo para ilustrar y aportar a esta discusión. 


Creo que de sus palabras se desprende la razón de lo que yo manifesté. Cuando el policía interviene frente a 
un hecho de violencia pública para cumplir su primera obligación que es la de reinstalar el orden público, 
también tiene un plazo perentorio para dar intervención a la justicia y allí se juzga. Pero en este caso, el 
secuestro ya es la sanción y la aplica directamente un funcionario del Ministerio del Interior. 


Sobre si tengo conocimiento o no de Derecho, bueno, algo me preparo, pero obviamente no lo tengo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Adelanto que no voy a votar este agregado del Senado por considerarlo 
inconstitucional. Creo que se pueden buscar formas más adecuadas al Derecho, a los efectos de poder 
asegurar mejor el derecho del ciudadano. Pero además se viola el derecho al trabajo. Fíjese, señor 
Presidente, que un feriante -como hay miles, no solo en Montevideo, sino también en el interior de la 
República- seguramente no maneja un Nissan TIA ni un Mitsubishi Lancer de 2008; no, maneja una 
camionetita que muchas veces es difícil que se pueda asegurar. Entonces, si la autoridad competente 
procede al desapoderamiento de dicho vehículo también estamos violando el derecho al trabajo, 
porque esa persona no va a poder seguir trabajando. 


Repito que estoy a favor del proyecto, que lo voté, pero voy a referirme a los precios, porque esa fue mi 
preocupación desde el día que empezamos el tratamiento de este proyecto de ley, y el señor Diputado Botana 
también se manifestó en este sentido. Insisto: hay que hablar del precio del seguro. Citamos a la Comisión al 
Banco de Seguros del Estado y creo que también a la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras; nos 
pasaron algunas cifras que tengo en mi poder. Arrancamos con un Volkswagen Gol de 1998, a nafta, que no 
paga $ 2.800 sino $ 3.616 al año. Seguimos con un Renault Scenic que paga $ 5.500 y con un Mitsubishi 
L200 que paga $ 6.100. 


Ustedes podrán decirme que esto no es nada al lado del daño que se puede evitar, y es verdad; ese es un 
argumento válido. Pero también tendrán que admitir que es verdad que hay mucha gente que esto no lo puede 
pagar. Entonces, creo que la situación amerita que el ente regulador -porque el Banco de Seguros del Estado 
para algo está; si no, tenemos ocho o diez aseguradoras particulares- debe establecer un precio testigo. Me 
parece que debemos ajustar este tipo de cosas y que todos -no la oposición, no el Partido Nacional- debemos 
llamar nuevamente al Banco de Seguros, "en una buena", a los efectos de conversar con los representantes de 
este ente testigo, de este ente regulador del mercado, que está en competencia, pero que también regula los 
precios. Por ejemplo, yo tengo mi auto asegurado en el Banco de Seguros del Estado, y cuando voy a 
asegurarlo analizo los precios. Los que peinan algunas canas recordarán el Frigorífico Nacional; cuando yo 
era niño escuchaba hablar de él como el ente testigo de la carne. Bueno, para mí, el Banco de Seguros del 
Estado es el ente testigo de los seguros. Entonces, "en una buena", les propongo que para la semana que 
viene citemos nuevamente a sus representantes o que hagamos las consultas correspondientes; inclusive, 
podría hacerlas la bancada de Gobierno. La idea es ver cómo podríamos tener un precio lo más barato 
posible, porque mucha gente me ha dicho: "¡¿Nos van a poner un nuevo impuesto?! ¡¿Cómo vas a votar la 
ley de seguro obligatorio?!". Uno explica que no es un nuevo impuesto, pero la gente no lo entiende, la gente 
entiende que es una erogación más. Y hay que tener en cuenta que en sociedades no opulentas en las que las 
imposiciones son muy importantes -no voy a entrar en una discusión sobre impuestos imperantes o no 
imperantes; digo que esto se da en sociedades como la nuestra y también en las europeas- es muy difícil que 
un porcentaje muy alto de la población pueda hacer frente a un seguro obligatorio. 


Esto es lo que yo pienso. Por eso planteo mi preocupación en el sentido de que si vamos a aprobar este 
proyecto de ley debemos pedir al Banco de Seguros del Estado que maneje una franja que permita a cualquier 
ciudadano acceder al pago del seguro, de modo que la gente no sea compelida a eludir la ley o a que esta le 
caiga con todo en el medio de la nuca y terminen requisándole el auto. 


Acá hay mucha gente del interior y algunos de Montevideo; las realidades son las mismas. Le pregunto, por 
ejemplo, al Diputado Doti Genta, ¿qué pasa con el quesero que va a una feria vecinal? ¿En qué vehículo va? 
¿En una Toyota Hilux? 


(Diálogos) 


——— Eso no pasa solo en Paysandú o en San José; ocurre también en Montevideo. La gente va en 
camionetitas que hasta es difícil hacer arrancar. Eso se ve en cualquier feria de Montevideo: en Piedras 
Blancas, en Pocitos, etcétera. Basta ver esas camionetitas para saber que hasta debe ser difícil que puedan ser 
aseguradas; seguramente el seguro no las admite. 


(Diálogos) 


——— Lo que decimos es que estas cifras que tenemos en nuestras manos -que están en la Mesa; puede verlas 
cualquier legislador- ameritan que hablemos de nuevo con el Banco de Seguros del Estado, que es el ente 
regulador, el ente testigo, para que veamos cómo se puede ajustar esto. Si aprobamos este proyecto le 
estaremos dando un mercado muy grande a las aseguradoras. Yo no sé cuál es el parque automotor; sé que 
hablamos de cientos de miles de autos. Hay 600.000 vehículos que ingresarán al Banco de Seguros del 
Estado o a las otras aseguradoras. Es un mercado muy apetecible. Entonces, hablemos con ellos a los efectos 
de que los precios sean acordes con ese mercado cautivo que vamos a proporcionarles. 


Quería plantear estas dos preocupaciones. La primera ya la expliqué y dije que no voy a votar esa 
disposición; la segunda está relacionada con mi propuesta de que la semana que viene podamos tomar 
contacto con el Banco de Seguros a los efectos de chequear estas cosas desde el punto de vista económico y 
social. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Omití mencionar algo al inicio y quiero señalarlo ahora. 


Como ustedes advirtieron, no he participado del debate. Entiendo que no debo hacerlo en la discusión ni en la 
votación de este proyecto porque mi compañera -quien convive conmigo, aunque no es mi esposa y 
legalmente tampoco es mi concubina- está vinculada con la venta de seguros. Por ello, entiendo que en este 
caso, de acuerdo con el artículo 77 y con el literal M) del artículo 104 del Reglamento de la Cámara, me veo 
impedido de votar el proyecto e, inclusive, de participar en el debate. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Como ustedes saben, cuando este tema fue tratado en la Cámara de 
Diputados nosotros nos habíamos asesorado, de la misma manera que lo hicimos ahora, porque 
nuestra profesión dista mucho de estar vinculada con un tema que es muy delicado, como es la 
responsabilidad contra terceros. 


Aplicando un poco el sentido común, estoy de acuerdo con ese asesoramiento. Eso va en línea con lo que 
votaremos en la discusión general y particular. 


En este sentido, voy a dar lectura a un informe y pido disculpas porque no voy a mencionar los artículos en 
su orden. 


En el artículo 25 se suprime lo del "desplazamiento precario" que sí estaba en nuestro proyecto. De manera 
que no queda otra alternativa que ir directamente y en todos los casos al "secuestro y depósito" del vehículo 
en infracción. En el mismo artículo se agrega un inciso según el cual el inspector municipal no puede hacer 
por sí el secuestro sino que tiene que denunciarlo a la policía para que ésta lo haga, cosa que parece acertada. 
En la ley española no se habla del "secuestro" del vehículo sino de su "inmovilización", o sea, el "cepo", lo 
que parece mucho más sencillo, liberándose el vehículo probado que sea que se le ha asegurado. 


Asimismo, la ley excluye del seguro -creo que nosotros lo habíamos votado- en el artículo 3”, un tanto 
incomprensiblemente, a los ferrocarriles (Art. 3% A) que son usuarios y generalmente duros protagonistas del 
tránsito. ¿Por qué no se manda a que AFE asegure sus locomotoras en el BSE y sus vagones, así como las 
zorras? Lógicamente, esto también traería aparejado, puesto que son vehículos automotores, que se 
aseguraran los barcos y aviones. 


Nos salva de esta interpretación, totalmente precedente según la letra de la ley, el hecho de que todos 
sabemos que se trata de vehículos de circulación terrestre y que es ese el sobreentendido de los legisladores. 
Nos salva, asimismo, que en dichos artículos se habla de "circulación vial", un tanto al pasar, lo que puede 
dar el dato de que se trata de vehículos automotores terrestres, por eso lo que mencionábamos anteriormente, 
aunque veíamos que deberían estar asegurados, sobre todo, los ferrocarriles. 


No están comprendidos los vehículos de tracción a sangre, los "carritos de basura", capaces de producir el 
daño que la ley quiere indemnizar. 


No se trata de que se vean obligados sus titulares a contratar un seguro obligatorio de responsabilidad civil. 
La idea es que los daños que ellos causaren a terceras personas estuvieran cubiertos como cobertura especial 
del artículo 19, junto con los casos de vehículo desconocido o vehículo sin seguro obligatorio. 


En lo que tiene relación con los excluidos del artículo 6* y la "pandemia" de los siniestros de tránsito, la ley 
excluye del seguro del propio vehículo a aquellos que no deberían estarlo porque estamos ante una ley de 
seguridad social que busca amparar a la gente contra la "pandemia" de los accidentes del tránsito. Se trata del 
conductor y figuras asimiladas, familiares y parientes (art 6” A) que la ley no considera terceros dignos de 
una indemnización. Y ellos son los más expuestos. Son éstos los que están sujetos al riesgo de accidente o 
siniestro del tránsito, como se sabe y, sin embargo, se les desampara quedando su suerte librada a lo que se 
resuelva sobre quién fue el culpable responsable del accidente. Véase que todo otro pasajero en ese vehículo 
goza de la protección del seguro, pero la ley desampara a texto expreso a aquellos normalmente mucho más 
expuestos a las lesiones, incapacidades y muerte que derivan de un infortunio del tránsito, como lo son el 
conductor, el asegurado y sus familiares. 


En consecuencia, habría sido mejor que en el proyecto de ley se amparara a todos, salvo el conductor, como 
hacen algunas legislaciones o cubrir a todos, incluido el conductor, con un seguro complementario contra 
"accidentes personales", como lo hace la ley chilena. En realidad la ley chilena no establece un seguro de 
responsabilidad civil, como se dice en el proyecto de ley en trámite, sino que es en su totalidad un "seguro de 
accidentes personales" por lo cual no distingue entre las víctimas del accidente porque todos están cubiertos. 


El seguro obligatorio nuestro se basa en la responsabilidad civil ante terceros; pero pensamos que se podría 
complementar con un seguro de accidentes personales, para que quedaran también cubiertos el conductor, 
asimilados y familiares. 


Precisamente, en los seguros voluntarios de responsabilidad civil, hoy es de estilo agregar en las pólizas una 
cobertura que cubra a estos excluidos -conductor y familiares- en los casos de lesiones o muertes, con la 
aclaración que no abarca a toda clase de vehículos. 


Todos pierden en caso de múltiples lesionados o fallecidos, artículo 8*. 


En efecto, si existe pluralidad de damnificados la ley manda que no se sobrepase la cobertura máxima del 
seguro, el "monto asegurado", debiendo repartirse este proporcionalmente entre los damnificados. Esto es 
algo injusto como cualquiera puede apreciarlo. 


La ley chilena da un tratamiento distinto al tema: no pone un capital máximo a la póliza pero sí una tabla en 
la cual están tasadas, y acá tenemos que hablar de la muerte y la gama de incapacidades, sin que tenga que 
disputarse el capital entre los damnificados. 


Con todo, el presente proyecto de ley da pie a que el Poder Ejecutivo al reglamentar establezca un baremo o 
tabla en el que se tasen las indemnizaciones por muerte y por incapacidades. 


Así dice que las lesiones se "indemnizarán según porcentajes determinados sobre el total asegurado" - 
artículo 8% inc. 2-, lo que refuerza con que la incapacidad total y permanente, así como la muerte podrán 
alcanzar el total de ese capital; lo que está diciendo que para lesiones menores, sea en pluralidad de 
damnificados o no, no se puede pretender una indemnización mayúscula sino graduada según sea la lesión. 
Pero, repito, esto podría ser reglamentado por el Poder Ejecutivo pues hay base legal para ello. 


La cobertura máxima del seguro, al tercer año, parece buena en comparación con otras de la región; unos 
US$ 20.000 ó 250.000 U 1. Pero no lo será si hay pluralidad de víctimas del siniestro, y cuantas más víctimas 
peor, una especie de lotería de humor negro si las personas se encuentran en ese caso. 


Sería conveniente que esa tabla o baremo sea encomendada por el Poder Ejecutivo, al reglamentar la ley, a un 
grupo de personas en las que estén las empresas aseguradoras, el Poder Judicial, la Facultad de Derecho, y 
gente que sepa de estadísticas y de salud. La mención al Poder Judicial es fundamental porque de hecho son 


los jueces quienes han venido tasando las lesiones personales, muerte y daños morales derivados de siniestros 
de tránsito. 


Con relación al control de la ley -un poco a la deriva, parecería- si se dice que la mitad del parque automotor 
nacional no tiene seguro, se está ante una cuestión grave para el cumplimiento de la presente ley. 


No hay información que se haya divulgado que diga relación con el parque de motocicletas y ciclomotores y 
los seguros de responsabilidad civil que puedan tener. En años pasados en Paysandú hubo un pico de seguros 
de motociclistas, puesto que era una exigencia para pasar a la Argentina. 


Este panorama lleva a mirar con mucha atención lo que tiene que ver con el control de la ley, que si no es 
eficiente resultará que la disposición más aplicada de ella va a ser el artículo 19, coberturas especiales, donde 
cobran los reclamantes cuando no hay seguro. Con el efecto final de que el régimen de seguro obligatorio 
para automotores se vuelva inviable o termine encareciendo la prima de quienes sí aseguran, dándose un 
tortuoso subsidio de hecho de unos usuarios del tránsito a otros. 


El control en la calle se basa en el secuestro del vehículo en infracción y multas. No será fácil el secuestro de 
los vehículos pues es un acto que necesita una organización de soporte como lo que supone la detención del 
rodado, la organización de un depósito y la forma de traslado del rodado en infracción. A su vez, una 
coordinación con las aseguradoras para que emitan la póliza lo más rápido posible para salir de esa situación 
de secuestro del rodado. Reitero que en España se va directo al "cepo", lo que es menos complicado. 


Por otra parte, no se da un estímulo a los funcionarios intervinientes como se preveía en el proyecto de la 
Cámara de Diputados. A todo ello hay que agregar la violencia moral para el funcionario público actuante en 
cuanto tiene que cortar en seco el uso del vehículo por parte de sus usuarios, sea cual sea la hora y el lugar, se 
trate de un paseo o una emergencia, etcétera. Para evitar esto, sería interesante, repito, la coordinación de las 
Intendencias y la policía con las aseguradores para regularizar este asunto en el mismo instante. 


En cuanto al Fondo de Indemnización que muere al nacer se dice que los artículos 20 y 21 crean un fondo de 
indemnización para cubrir "las coberturas especiales del artículo 19 (vehículo no identificado, sin seguro o 
robado)". Ese Fondo es integrado por el Estado y las aseguradoras, pero dura solo dos años. La ley española 
establece un fondo permanente para atender esas situaciones, mantenido por las empresas aseguradoras. 


En el proyecto de ley se opta como solución permanente para estos casos de cobertura especial -artículo 22-, 
poniendo un "Centro de Distribución" de estos reclamos que operarán en el Banco Central -Superintendencia 
de Seguros y Reaseguros-. Los reclamos se van distribuyendo entre las aseguradoras, que son las que tendrán 
que pagar las indemnizaciones no cubiertas por seguro alguno. 


Estas son algunas de las sugerencias y consideraciones que nos merece este nuevo proyecto de ley que 
queríamos dejar asentadas porque, más allá de lo que hemos escuchado acá con mucha atención, queremos 
hacer nuestro aporte que, reitero, lo hemos logrado a través de asesoramientos porque no somos legos en la 
materia. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, deseo destacar -porque cuando hay que criticar en política, se 
critica, y cuando hay que halagar, se halaga- la seriedad que siempre tuvo el señor Diputado Doti 
Genta para tratar este tema. 


En segundo término, quiero decir que estoy de acuerdo con casi todo lo que dijo. Naturalmente, recibo ahora 
su informe, no lo tengo por escrito y no puedo analizar en profundizar lo dicho, pero el señor Diputado Doti 
Genta debe tener claro que estoy de acuerdo con casi todo lo que ha expresado. ¡Ojalá estemos aquí, en algún 
momento, para mejorar el seguro. Tal vez -nadie es dueño de la verdad- en una evolución de este instituto, 
cuando el seguro obligatorio empiece a instrumentarse, empecemos a discutir de las muchas cosas que el 
señor Diputado Doti Genta acaba de expresar. Para mí es un problema de tiempos. Me parece que lo que él 
dijo es cierto en muchos aspectos, pero en esta etapa lo que tenemos es lo que corresponde. 


Naturalmente, habrá que seguir trabajando en esta materia. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No somos especialistas en el tema, pero tenemos muy claro como ciudadanos 
que este proyecto es imprescindible. 


Para quienes vivimos en la frontera, donde existe una situación muy especial, esta obligación creará 
situaciones difíciles. No obstante, habrá que buscar los caminos para llegar a lo que se pretende. 


En la frontera hay cantidad de coches que son brasileños y que los usan uruguayos. Estos coches fueron 
dados de baja en Brasil, como se hace en el caso de determinados modelos, pero sí se utilizan en Uruguay, sin 
entrar el lado brasileño. La Intendencia Municipal cobra en estos casos, no una patente -no lo puede hacer- 
sino un permiso de usuario. El propietario del vehículo, que es un brasileño, no es quien lo usa, sino 
simplemente quien extiende un documento que habilita a usarlo. No estoy hablando de uno o dos casos, sino 
de miles. 


Lo mismo pasó en el caso de las motos, pero hoy es al revés porque las motos del lado uruguayo son más 
baratas. O sea que la situación va cambiando. 


Seguramente, como el artículo 31 prevé un plazo para buscar salidas, las Intendencias de frontera, 
especialmente la de Rivera, en contacto con el Municipio de Livramento, habrá de buscar solución a esta 
situación especial que no está contemplada en ninguno de los artículos del proyecto. 


Sé que será difícil encontrar soluciones, pero Uruguay está reclamando una ley en este sentido, y es 
imprescindible aprobar este proyecto. 


Comparto que debe buscarse abaratar al máximo el costo de este seguro para que sea accecible a la mayor 
cantidad de gente que usa esos vehículos en la frontera -ya sea para trabajar o maestros que compraron 
coches a muy bajo costo para ir a la escuela- y también debe buscarse una salida en la reglamentación para 
legalizar totalmente esa situación. 


No voy a entrar en más detalles. 
SEÑOR ORRICO.- Es realmente muy interesante lo que plantean siempre los Diputados de frontera. 


Tuve la suerte de trabajar mucho tiempo en ciudades fronterizas y más o menos conozco el fenómeno. En 
este caso, en particular, habría que agregar que en Brasil el seguro es obligatorio. 


El tema es muy interesante, porque es una situación de hecho que hace a algo que en Uruguay es notable: esa 
frontera Rivera-Livramento, una de las pocas en el mundo donde uno cruzando la calle cambió de país. 
Entonces, genera una cultura muy distinta a la que puede haber en otras fronteras. 


Me pareció muy interesante el aporte. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Es muy interesante lo que dijo el señor Diputado Orrico. Esto me 
hace acordar a la época de las chapas dobles, pero creo que este problema se puede solucionar 
fácilmente -razonando de apuro- porque por más que se trate de un vehículo brasileño no me parece 
que exista ningún impedimento para que las compañías aseguradoras del Uruguay no puedan dar 
cobertura a un vehículo de cualquier lugar. No conozco ninguna norma que diga lo contrario. 


En ese caso, consiguiendo la firma del propietario brasileño del vehículo, se podrá asegurar el auto en 
Uruguay. 


SEÑOR BOTANA.- El objeto de la cobertura de este seguro excluye al comercio del otro, al vehículo 
del otro, a la casa habitación del otro, al propio conductor, a su familia, a quienes viajen en el coche, a 
las motos, a los accidentes de tránsito provocados por trenes; no puede ser el precio que se nos está 
informando. Creo que estamos frente a un precio que atenta contra la posibilidad de que la gente se 
incluya dentro de la cobertura de este seguro, que asuma la obligación. 


Una persona que tiene un autito de los que describía el señor Diputado Borsari, que usa para ir a la feria o 
que recorre un camino de la campaña -que inclusive transita con escaso riesgo porque la velocidad de 
circulación es casi nula, lo hace en horarios de trabajo, de día, etcétera-, va a utilizar los seis meses de plazo 
de la obligatoriedad del seguro para repararlo, para ponerlo en condiciones, reparar las luces, los frenos, 
etcétera, y que alguien se lo asegure. Ahora, si después el precio es este, se sabe que no podrá alcanzar el 
seguro. Entonces, se estaría atentando contra la contratación del seguro y contra la voluntad de reparar el auto 
para que circule en condiciones de seguridad. 


Por otra parte, con el señor Diputado Guarino, en acuerdo con el Intendente Municipal de Cerro Largo, 
Ambrosio Barreiro, estamos armando un proyecto de ley para proceder a la importación de los coches 
brasileños que hoy están en Uruguay. La idea es regularizar la situación de los vehículos, en este momento 
cuando el precio de los autos en Brasil es muy superior al de los modelos equivalentes en Uruguay. Entonces, 
mientras se procesa el proyecto de ley no se alienta a que se vayan a incorporar nuevos vehículos brasileños 
al parque automotor nacional. 


Nos gustaría contar con la voluntad de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración para dar rápido trámite a una solución legal en este sentido, que ya tiene antecedentes en 
Uruguay. Estamos en un momento inmejorable del mercado para concretarlo, y si lo hacemos dentro de los 
seis meses previos a la entrada en vigencia de este seguro, estaremos solucionando este problema. Además, 
en el caso de Rivera se produce una situación terrible, porque con la tasa de circulación se han legalizado, de 
hecho, estos vehículos. Ahora bien, ¿el Estado va a legalizar la situación de Rivera? Hace treinta años que en 
Rivera es así, pero no hay un reconocimiento, ni siquiera de la Aduana; hay un dejar pasar y el cobro de una 
tasa de circulación. En Cerro Largo ha habido alguna experiencia similar y la tasa se ha dejado de cobrar por 
la ilegalidad que supone. 


De cualquier modo, los accidentes que provoquen estos vehículos igual estarían cubiertos por el Fondo de 
Cobertura Especial. El problema se le genera al agente de policía que está en el medio de una seccional de 
campaña y que todos los días ve pasar a una familia, porque se lo pone entre dos situaciones: quedar él en 
incumplimiento de su obligación como agente policial o mandar caminando 40 kilómetros a esa familia para 
ir a trabajar, con los niños, etcétera, ya que esos autitos tienen esa función. Entonces, me preocupa el precio y 
la aprobación de esa incorporación de los autos brasileños, de modo de poder solucionar esta situación. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quisiera solicitar al señor miembro informante que profundice el 
análisis del artículo 6” -que, de alguna manera, acaba de mencionar el señor Diputado Botana-, acerca 
de las exclusiones. 


SEÑOR ORRICO.- Son las mismas exclusiones que estaban antes. 
SEÑOR BORSARI BRENNA.- Pero no están excluidos los que ya tenemos otro seguro. 


SEÑOR ORRICO.- No, pero no recuerdo en qué parte del proyecto dice que quienes tienen 
contratados el seguro quedan como que cumplieron el seguro obligatorio. No se trata de que yo, que 
tengo un seguro contra todo riesgo en mi automóvil -y así es, efectivamente-, agregue este otro; no es 
eso. Por ese motivo, cuando se habla de cuánto va a ser el total de seguros de este tipo no va a ser la 
cifra que se está manejando, porque los que ya estamos asegurados no tendremos que agregar nada. Lo 
dice expresamente el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dejar un momento la Presidencia para hacer uso de la palabra desde el 
llano. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- No es necesario. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero empezar por lo primero. ¿Cuál era el objetivo de esta norma? Desde 
hace muchos años la Cámara de Diputados y el Senado han estado preocupados por generar una 
mínima plataforma que regularice el daño que pudieran sufrir terceros. Es más: creo que es el 


kilómetro cero como para establecer una política general y gradual en materia de seguros a nivel 
nacional. Si tomamos en cuenta el derecho comparado no tenemos que irnos al Primer Mundo, porque 
en la región y en América Latina gran parte de los países han avanzado en este sentido. 


Entonces, ¿de qué se trata? Precisamente, aun entendiendo -como han dicho varios señores Diputados- que 
hay situaciones como la del cachilito con el que se lleva los quesos a la feria, etcétera, la propia 
fundamentación de los colegas en cuanto a que esto los obliga a arreglarle los frenos, las luces, es uno de los 
principales argumentos para llegar a la conclusión de que hay que regularizar esta situación. Muy bien; no 
podemos quitar la fuente de trabajo a esa persona que va con el cachilito a una feria a diez cuadras y a 20 
kilómetros por hora. El problema es que si mañana le pasa por arriba a alguien porque ese auto no le frena en 
una esquina, yo me sentiré responsable como parlamentario por no haber regularizado esa situación. No es 
que vaya a reparar la vida, que es irreparable, pero en una sociedad civilizada, en el Uruguay del siglo XX, 
es inexplicable que no tengamos una plataforma de arranque para el tema de los seguros. 


Inclusive, puedo compartir algunos de los desarrollos que tienen una visión crítica sobre el tema. Es más: 
coincido casi en su totalidad con la exposición del señor Diputado Doti Genta. El hecho es que yo lo analizo 
como una gradualidad hasta llegar aquí, y por algo hay que empezar. Y debemos empezar por el mínimo 
común múltiplo que implique, entre otras cosas, obligar por ley a que los vehículos que transiten en los 
distintos rincones del país tengan elementalmente frenos; si no, es como usar una metralleta. Eso debe quedar 
muy claro. 


Pienso que esa es la esencia de la intención que ha sido unánime históricamente pero más ahora, porque 
todos avanzamos en este tema. Debo recordar que este tema ya se debatió en el marco de la Comisión 
integrada de la Cámara de Diputados, pasó al Senado, se debatió y volvió para acá. Yo puedo tener matices, 
obviamente, pero creo que no son de tal magnitud como para que entorpezcamos la concreción de esta 
plataforma mínima de arranque para empezar a ordenar el caos que, en definitiva, es de lo que se trata. 


A mí también me preocupa el precio. El problema es que en este país, a principios de la década del noventa, 
se votó la desmonopolización de los seguros de automóviles y el Banco de Seguros del Estado es una 
empresa más, que tiene que salir a competir en el mercado. Y nosotros, como dueños de la empresa de 
seguros del país, del Estado uruguayo, podemos sugerir. Es claro que el Banco de Seguros del Estado, aun 
con muchos años -diría que más de diez, catorce o quince años- de desmonopolización del mercado de 
seguros de vehículos automotores, logra preservar una porción del mercado muy importante, porque en este 
país un porcentaje muy amplio de la sociedad sigue confiando en una empresa del Estado. En materia del 
precio, hay dos formas: regular el precio o no regularlo. Esas son las dos maneras. Este mercado está 
desmonopolizado. No hay un monopolio que permita que uno pueda establecer el precio que se le cante, 
porque no tiene competidores. En su defecto, hay mercado, lo que hoy implica competir, entre otras cosas, no 
con empresas de seguros sino con las multinacionales más poderosas del mundo, junto con las telefónicas. 
Estamos hablando de que las empresas que operan en el Uruguay y que compiten con el Banco de Seguros 
del Estado, tan potente para la realidad uruguaya, tienen centenares de veces su patrimonio, capital, póliza -lo 
que quieran para poder medir-, porque la mayoría son multinacionales con más de doscientos años en el 
mercado de seguros. Yo diría que en la etapa actual son aun más poderosas que los bancos, porque hoy los 
bancos son propiedad de las empresas de seguros, no como era antes. 


Esa es la realidad del mercado que hay que salir a enfrentar; aquellos que pasaron alguna vez por el Banco de 
Seguros del Estado lo saben: esa es la dura y cruda realidad. Obviamente, quiero que una empresa del Estado 
sea eficiente, que compita con solvencia, que tenga el mayor porcentaje del mercado -y no lo digo como 
legislador sino como ciudadano- pero, a su vez, siempre voy a reclamarle la veta social, que en el terreno de 
la competencia pura y dura con las empresas privadas perdemos. Por ejemplo, yo obligo o pretendo que el 
Banco de la República contemple la realidad de endeudamiento del sector agropecuario, pero no puedo hacer 
lo mismo con un banco privado, porque el banco privado aplica la ley y el capital no tiene sensibilidad social. 


En todo caso, por el porcentaje de mercado que abarca el Banco de Seguros del Estado -no porque nosotros 
podamos obligar a la empresa a fijar un precio, sino porque es muy potente- quizás tenga en la libre 
competencia la posibilidad de marcar un rumbo para el precio mínimo que estamos mencionando aquí. Las 
demás empresas, en el mercado puro y duro, van a tener que ajustarse lo más que puedan, porque la ley de 
mercado es que yo voy al que me cobra menos. Quizás esa sea la potencialidad que tenga el Banco de 
Seguros del Estado. De todas maneras, discrepo humildemente con que nosotros, como legisladores, tratemos 


de poner tal presión al Banco que se entienda como una imposición con respecto a los precios porque tiene 
que competir en el mercado. 


La otra posibilidad es regular el precio por ley. Al respecto, no estoy de acuerdo en regular el mercado de 
seguros por ley. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Es verdad lo que dice el señor Diputado. Fuimos nosotros, en nuestro 
Gobierno, los que desmonopolizamos el mercado de seguros. Está bien que el Banco de Seguros esté 
compitiendo, concuerdo totalmente con el señor Presidente; pero también concuerdo con su afirmación 
de que el Banco de Seguros debe marcar una tendencia. Para eso he hecho esta propuesta; no para 
fijar por ley una cifra del seguro obligatorio -aunque podríamos- sino para hacerlo desde el punto de 
vista de la libertad de mercado, para que el Banco de Seguros pueda competir. El Banco está en 
condiciones de competir y así lo ha demostrado durante años; la mayoría de los uruguayos aseguran 
allí. También hay muchas empresas privadas que viven y muy bien. Está bárbaro y aplaudo que se 
hayan insertado en el mercado de seguros. De todas maneras, me parece que el Banco de Seguros es 
una especie de regulador del mercado. Por eso insisto en que debemos tener una nueva conversación, 
porque los precios que yo he dado aquí son del 2005. No sé qué precios nos van a dar ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Termino mi intervención haciendo una exhortación, no como Presidente sino 
como un Diputado más. 


Yo creo que podríamos perfectamente trasladar al Banco de Seguros esta preocupación; tenemos la capacidad 
de hacerlo. Lo que no podemos, desde mi punto de vista, es inducir, presionar y meternos en un esquema de 
mercado que no nos corresponde. De lo contrario, tendríamos que optar por regular el tema por ley. Ahí 
caerían los públicos y los privados, y me da la sensación de que no tenemos por qué llegar a ese extremo. 


Por tanto, yo no condiciono a votar hoy en ciertos términos, es decir, aceptar o no las modificaciones del 
Senado. No vamos a poder desglosar nada, porque en la medida que cambiemos una sola coma ello 
implicaría una decisión política, o sea, ir a la Asamblea General. 


Concretamente, propongo que aprobemos las modificaciones con los reparos planteados y con la posibilidad 
de reglamentar, ya que es obligatorio reglamentar esta ley. 


En función de las inquietudes planteadas, queda la duda sí las motos están incluidas en la palabra 
"automotores", aunque en este país "automotores" refiere a automóviles. No obstante, podemos dejar claro en 
la versión taquigráfica que el espíritu que motivó la aprobación de esta ley implica que la definición de 
"automotores" refiere explícitamente a automotores y no a motos. Es muy difícil que podamos regularlo de 
antemano. En todo caso, el tema del seguro de las motos puede ser una etapa posterior. Hoy tenemos que 
lograr que los motociclistas se pongan cascos; ese es el gran desvelo de las Intendencias. 


Por tanto, reitero la sugerencia de votar las modificaciones. Como legislador, no como Presidente, también 
propongo designar al Diputado Orrico como miembro informante. Y, en todo caso, si es necesario, gestionar 
una reunión con el Directorio del Banco de Seguros para manifestar nuestra inquietud en cuanto a lo que 
puede implicar una reglamentación de la ley, a fin de que esté en sintonía con las dudas que hemos planteado. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero agradecer al Diputado Botana, que fue el que me acercó el artículo exacto 
de lo que dije hace un rato, en cuanto a que si había ya un seguro no corría la obligación de contratar 
este otro. 


El artículo 23 dice: (Seguro de automóvil con cobertura de mayor cuantía).- Si el vehículo comprendido en 
las disposiciones de esta ley estuviera amparado por un seguro que cubriera la responsabilidad civil del 
obligado en mayor cuantía del seguro obligatorio, se considerará cumplida la exigencia del artículo 1%". A 
texto expreso está aclarado que los que tenemos contratado, por ejemplo, el seguro contra todo riesgo, no 
estamos incluidos en este aseguro obligatorio. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quiero decir dos cosas. En primer lugar, 300.000 automóviles sería el 
total de automóviles que se acercarían a las aseguradoras para hacer el seguro. Tomando solamente un 


seguro de $ 4.000... 


(Interrupciones) 


——— El monto de $ 2.882 sería sin impuestos; nadie paga sin impuestos. El precio con impuestos -que es el 
verdadero- del año 2005 es de $ 3.616. Por lo tanto, el precio que estoy dando es absolutamente verdadero y 
bajo. 


En un parque de 300.000 automóviles, solamente a $ 4.000, o sea US$ 200, nos daría un total de 
US$ 60:000.000. Si tomáramos un promedio un poco más alto, por ejemplo, $ 6.000, o sea US$ 300, el total 
sería de US$ 90:000.000. 


Nadie podrá dudar que nuestra filosofía es que todo el mundo esté asegurado, que las empresas compitan 
para que puedan percibir este seguro y que paguen cuando ocurra un siniestro. Pero les estoy dando la pauta 
de cuál es el mercado que estamos proporcionando a las aseguradoras. Como Estado -nosotros los 
parlamentarios somos Estado y somos Gobierno- tenemos la obligación de darnos cuenta y también de 
condicionar. ¿Por qué no? ¡Cómo no! Si estamos proporcionando tal cifra para que hagan negocios. ¿O 
acaso, '"mutatis mutandis", las asociaciones médicas no se están peleando -digo peleando en una buena- por 
tener más socios? ¿Por qué? Porque les conviene para sus servicios. Cada una de ellas ofrece más ventajas: 
en algunas no se pagan tiques, en otras los niños tienen beneficios. 


Entonces, nosotros tenemos que hablar con las aseguradoras; inclusive, con el representante de las 
aseguradoras del Uruguay. ¿Para qué? Sí, para presionar, porque acá le estamos dando un negocio legítimo, 
pero seguro. 


SEÑOR BOTANA.- Me parece importantísimo porque el señor Diputado tiene razón: el mercado que 
van a ocupar rondará los US$ 63:000.000, pero no van a pagar más de US$ 2:000.000 o US$ 3:000.000. 
Entonces, la diferencia es sustantiva. Las exclusiones son muchísimas; se excluyen todo otro daño al 
otro, las lesiones o muertes de los que viajan en el propio vehículo y los accidentes causados por las 
motos. Es tanto lo que se excluye que teniendo en cuenta los precios de los que estamos hablando 
podemos decir que no pagarán más de US$ 2:000.000, US$ 3:000.000 o US$ 4:000.000 por daños 
anualmente. Entonces, realmente esto está mal calculado; me animo a decir que acá hay un error de 
cálculo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En primer lugar quiero que todos nos informemos acerca de lo que esto 
significa desde el punto de vista económico. En segundo término, aclaro que por esta causa y por la 
anteriormente dicha, relativa a la legalidad o constitucionalidad de alguna norma agregada por el 
Senado, el Partido Nacional no está en condiciones de expedirse en este momento. Por lo tanto, 
solicitamos una semana para realizar todas estas consultas. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Cuando pedí la palabra tenía una idea mucho más sencilla de lo que quería 
plantear. Creo que la discusión ha tomado tales derivaciones que realmente se nos van un poco de las 
manos las intenciones que tenían las dos Comisiones. Me parece que se complejizó el tema. 


Yo soy partidario de la síntesis que planteó el señor Presidente Bernini. Lamentamos muchísimo que el 
Partido Nacional no nos acompañe; es casi una injusticia que no participe, en la medida en que ha trabajado 
fervientemente en esto. 


Quiero destacar que, apoyando la idea de votar el proyecto hoy y teniendo en cuenta que el Poder Ejecutivo 
va a tomar lo que convenga más a los intereses de la reglamentación de la ley, solicito que el aporte del señor 
Diputado Doti Genta esté en la votación que desarrollaremos en el plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay tres señores Diputados anotados para hacer uso de la palabra. Les 
recuerdo que, de acuerdo con el planteo del señor Diputado Borsari Brenna, el Partido Nacional no 
está en condiciones de avanzar hoy en este tema. 


SEÑOR ALONSO.- Voy a plantear algo en la misma línea en que lo hizo el señor Presidente. 


Estamos manejando un tema que es estrictamente técnico que, de todas formas, condiciona la actitud política 
que se adopte. Estamos en un tema técnico ultra específico: el de los cálculos actuariales, y quienes tienen 
alguna experiencia en el tema deben saber que hay poca gente en el país que lo maneja adecuadamente. 


Creo que lo que podríamos hacer, en la línea de lo que plantea el señor Diputado Borsari Brenna en nombre 
del Partido, sería postergar el tema una semana. Estamos hablando de cuál va a ser el valor que va a pagar el 
asegurado. Lo que procuramos con este proyecto de ley es abarcar a la mayor cantidad de gente posible; si no 
lo logramos, incurriríamos en el error de aprobar un instrumento que podría no ser cumplido por una parte 
importante de la población y, en definitiva, no sería efectivo. Entonces, el planteo concreto es que, en el 
transcurso de la próxima semana, con un par de compañeros del oficialismo y de la oposición nos reunamos 
con los técnicos del Banco de Seguros del Estado para analizar los números con ellos, de modo de tener un 
panorama más claro acerca de lo que estamos hablando. A partir de eso podremos adoptar con más seguridad 
una posición política. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¡Apoyado! 
SEÑOR LACALLE POU.- ¡Apoyado! 
SEÑOR ORTUÑO.- Algunas de mis consideraciones van en el sentido de las últimas intervenciones. 


En primer lugar, reitero la voluntad de nuestra bancada de avanzar en este tema, que es importante, como lo 
han señalado los legisladores que lo han estudiado inclusive más con detenimiento que nosotros. Pero la idea 
es hacerlo de la mejor manera, tendiendo a su universalidad, porque eso es lo que va a garantizar, en 
principio, que el fin último que nos inspira, que es amparar a las eventuales víctimas de accidentes, disminuir 
el número de siniestros y tener mayor regulación de la circulación de automotores en el país, se alcance con 
el mayor éxito posible. Para ello es necesario que se logre la mayor eficiencia posible con este mecanismo 
que -reiteramos- nos parece adecuado, y que si lo miramos en perspectiva de futuro representará un salto 
hacia adelante, un avance en estos temas, tal como han significado la ley de seguridad vial y otros 
importantes mecanismos que se vienen llevando adelante. 


Estábamos en condiciones de avanzar hoy en la votación; así lo plantearon algunos compañeros. Sin 
embargo, se ha hecho un planteo por parte del Partido Nacional. Nos parece razonable acceder a que nos 
tomemos un tiempo para aclarar algunas dudas sobre el tema de los precios porque, más allá del debate que 
se ha dado sobre su regulación o no y la sorpresa que nos causan algunos planteos, debemos decir que 
nosotros tenemos otros datos que nos fueron proporcionados por el Banco de Seguros del Estado y también 
por los privados que han participado en esta discusión. Las cifras que manejamos rondan los US$ 100 y en su 
momento hasta se habló de US$ 80. 


No obstante, creo que hace bien el señor Diputado Alonso en plantear la necesidad de buscar asesoramientos 
técnicos fundamentados sobre estas cuestiones que hacen al Banco estatal y también a las aseguradoras. No 
quisiera presionar con nuestro peso para que los precios del Banco de Seguros vayan a la baja y que 
terminemos perjudicándolo en cuanto a las condiciones de competencia que en el pasado el Parlamento le 
impuso. Entonces, teniendo en cuenta lo que planteaba el señor Diputado Alonso, quizás también haya que 
hacer alguna consulta a los principales operadores privados con relación a estos y otros temas en los que los 
legisladores puedan tener dudas. 


En concreto, lo que planteamos es que se acceda al pedido de una semana de plazo, dejando claro que 
estamos en el límite de los plazos que queremos para la aprobación de este proyecto. Nos ponemos a 
disposición para hacer los contactos que se quiera con las autoridades del Banco de Seguros, siguiendo la 
agenda que articulará el Presidente de la Comisión, de modo de zanjar estas diferencias y tener los informes 
técnicos que se solicitan. Luego solicitaríamos que en las futuras reuniones el proyecto fuera sometido a 
votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una propuesta concreta que, de alguna manera, toma en cuenta las 
últimas intervenciones. 


(Diálogos) 


SEÑOR YANES.- Dado que la semana que viene vamos a continuar con este tema, esperaré esa 
instancia para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR CHA.- Estamos de acuerdo en conceder la prórroga. La bancada de gobierno está en 
condiciones de hacerlo y en la próxima sesión de votarla. 


Las posiciones son muy claras y la discusión a dar será muy importante. Nos parece pertinente conseguir la 
información que se ha solicitado por escrito, no solo de parte del Banco de Seguros del Estado, sino también 
de otras aseguradoras para tener una visión más panorámica. De todos modos, podemos pasar a votar porque 
es un acto adicional que podremos tener en cuenta en el momento en que el Poder Ejecutivo reglamente esta 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos una moción presentada originalmente por el señor Diputado Alonso 
y complementada por el señor Diputado Ortuño. Creo que están en sintonía y si los señores Diputados 
están de acuerdo, yo la sintetizaría de la siguiente manera. En primer lugar, a partir del planteo 
realizado por la delegación del Partido Nacional en la Comisión se prorroga por una semana la 
votación, la decisión sobre este punto. Estaríamos convocando para el miércoles próximo a la hora 10 
para una sesión de la Comisión integrada. 


En segundo término, que se coordine, a través de las Presidencias de las Comisiones de Transporte y Obras 
Públicas y de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, que las delegaciones definan dos 
compañeros legisladores para hacer un contacto técnico no solo con el Directorio del Banco de Seguros del 
Estado sino también con la Cámara de Aseguradoras Privadas, a los efectos de tener una idea clara de cuáles 
serían los costos de los que estamos hablando. 


SEÑOR BOTANA.- Me gustaría que también se consultara a la Asociación de Escribanos sobre cómo 
puede trabar este proyecto la transferencia de aquellos vehículos que no estén en circulación. 


(Diálogos) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En el literal D) del artículo 3” están excluidos los vehículos que no 
circulan. 


Creo que la preocupación del señor Diputado Botana surge por el artículo 28, que fue modificado por el 
Senado, que dice: "Transcurridos tres años de dicha fecha, deberá efectuarse el contralor de la vigencia del 
seguro durante los tres años anteriores al trámite que se pretenda efectuar. Para el caso de vehículos nuevos o 
de antigiiedad menor a dicho lapso, deberá controlarse la vigencia del seguro desde el empadronamiento 
original". O sea que se modifica, estableciéndose una especie de retroactividad. Si no estuvo asegurado los 
tres años anteriores, en ese caso sí se dificultaría el traspaso del vehículo. Yo creo que ahí puede haber una 
omisión del Estado. 


SEÑOR BOTANA.- Estoy pidiendo una consulta porque creo que debemos tener tranquilidad en este 
tema; de lo contrario, después habrá que demostrar en un juicio que el vehículo no estaba circulando 
para que no sea transferido y no se aplique la obligatoriedad. Entonces, vamos a generar un gran lío. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el privilegio de contar con profesionales de todo tipo en el seno de la 
Comisión. No creo que debamos consultar a una agremiación para tener una opinión profesional ya 
que cualquier persona que haya pasado por la Facultad puede dárnosla. 


Tenemos el privilegio de contar con los señores Diputados Longo Fonsalías y Borsari Brenna, a quienes 
podríamos solicitarles una opinión para la semana próxima. A su vez, el señor Diputado Botana les podría 
hacer llegar por escrito su inquietud. 


SEÑOR YANES.- Acordamos borrarnos de la lista de oradores porque la discusión seguiría la próxima 
semana, pero si se siguen integrando elementos para discutir yo me anoto nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presentada por los señores Diputados Ortuño y 
Alonso. 


(Se vota) 
——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Con los señores Diputados Alonso, Borsari Brenna, Fernández y Domínguez haremos las gestiones que 
correspondan, tal cual nos encomendara la Comisión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


